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CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR

I. ANTECEDENTES

Resumen de admisibilidad

Acción extraordinaria de protección presentada el 30 de noviembre de 2015, por
el doctor Diego Torres Saldaña, coordinador de asesoría jurídica del Ministerio
del Interior, en contra de la sentencia de 18 de noviembre de 2015, dictada por la
Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro de la
acción de protección N.° 17371-2015-02796, seguido en contra del señor Ivan
Patricio Zambrano Oquendo. El caso ingresó a la Corte Constitucional y se le
asignó el N.° 2037-15-EP.

La Secretaría General de la Corte Constitucional el 14 de diciembre de 2015, de
conformidad con lo establecido en el artículo 13 del Reglamento de
Sustanciación de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional, certifico
que en referencia a la presente acción, no se ha presentado otra demanda con
identidad de objeto y acción.

La Sala de Admisión de la Corte Constitucional, conformada por los jueces
constitucionales Ruth Seni Pinoargote, Alfredo Ruiz Guzmán y Manuel Viten
Olvera, a través del auto dictado el 8 de marzo de 2016, admitió a trámite la
acción extraordinaria de protección.

El 5 de noviembre de 2015, se posesionaron ante el Pleno de la Asamblea
Nacional, los jueces constitucionales Pamela Martínez Loayza, Roxana Silva
Chicaiza y Francisco Butiñá Martínez, de conformidad con lo dispuesto en los
artículos 432 y434 de la Constitución de laRepública del Ecuador.

Mediante el memorando N.° 0430-CCE-SG-SUS-2016, el secretario general,
conforme al sorteo realizado por el Pleno de la Corte Constitucional en sesión
ordinaria del 22 de marzo de 2016, remitió el caso a la jueza constitucional
Roxana Silva Chicaiza, para su respectiva sustanciación.
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Mediante la Resolución N.° 004-2016-CCE, adoptada por el Pleno del
Organismo el 8 de junio de 2016, se designó a la abogada Manen Segura
Reascos como jueza constitucional, yse dispuso que todos'los procesos que e
encontraban en el despacho del juez constitucional, Patricio Pazmiño Freiré
pasen a conocimiento de la referida juezaconstitucional.

El 2de junio de 2017, la jueza constitucional avocó conocimiento de la causa v
dispuso que se haga conocer alas partes procesales intervinientes en la presente
acción yal procurador general del Estado la recepción del caso yel contenido del
auto conforme los artículos 86 numeral 2 literal d) de la Constitución de la

SSSSÜSSnaL5 ^^ ^ ^^ °rgánÍCa ^ GarantÍ3S «dónales y
Decisión judicial impugnada

El accionante impugna la sentencia de 18 de noviembre del 2015, dictada por la
Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro de la
acción de protección N.° 17371-2015-02796. La decisión en cuestión en
concreto, señala:

Juicio N.° 2015-02796

JUEZ PONENTE: DR. JUAN CARLOS MARINO BUSTAMANTE JUEZ DE LA
SALA PENAL DE LA CORTE PROVINCIAL DE HUINCHA. CORTO
PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA. -SALA PENAL DÉLA cSS
oTs^ISTOsTaTT^, QM¡t°' BáéK6kt 18 de -áÍb?eEd^20?^09hl8. VISTOS.- La Abg Raquel Mayorga Gavilanes, Coordinadora General de
Asesoría Jurídica del Ministerio del Interior, interpone recurso de apelación de la
pITp r ,,derí° dd 2°15' al3S 15h57' P°r el Juez de la ^idad JudicialPrimera Especiahzada de Trabajo del cantón Quito, provincia de Pichincha, mediante la
cual, resuelve NEGAR la Acción de Protección, formulada por la recurrente, en contra
del ciudadano Ivan Patricio Zambrano Oquendo. Siendo el estado de la causa el de
resolver, para hacerlo, se considera: (...) CUARTO: FUNDAMENTOS DE HECHO
Y DE DERECHO DE LA ACCIÓN PLANTEADA. La señora AtaSíjEL
CAROLINA MAYORGA GAVILÁNEZ, en calidad de Coorladorfo^ de
Í^SSi KÍ? y eg3d'a dd Señ0r Ministr0 del Interior> interP«ne la presenteACCIÓN DE PROTECCIÓN en contra del ciudadano Iván Patricio Zambrano
Oquendo quien en lo principal manifiesta: El Ministerio del Interior a través de la
Policía Nacional, impulsa el Proyecto "Botones de Seguridad", cuyo objetivo es brindar
un servicio de segundad ciudadana utilizando la tecnología de forma eficiente, para
reducir los índices delictivos y mejorar los tiempos de respuesta a los auxilios las
personas pueden sohcitar la activación del Botón de Seguridad de manera gratuita en la
Unidad de Policía Comunitaria (UPC) más cercana. El ciudadano debe proporcionar sus
datos personales, la dirección del domicilio o local comercial, los cuales quedarán
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registrados, si existe alguna emergencia, el usuario puede activar un numero de su
teléfono celular o convencional, de forma automática se genera una alarma en la UFU
donde se registró ylos servidores policiales reciben un mensaje en sus celulares, con lo
que acudirán de inmediato al auxilio. Resulta que el señor Iván Patricio Zambrano
Oquendo a través de la aplicación de una herramienta informática, que se encuentra en
Google Play oApp Store bajo el nombre de Temís app, viene ofreciendo alas personas
que han descargado esta aplicación en sus celulares: acceso anoticias de ínteres común,
profesionales en el área legal, entre otros; yofrece como un Plus de esta herramienta un
BOTÓN DE SEGURIDAD, el cual según menciona el señor Zambrano ' esta pensado
para lograr una verdadera integración de seguridad ciudadana". Para ofrecer esta
herramienta convoca a los ciudadanos de los diferentes barrios de la ciudad a través de
una esquela junto a una hoja volante en el que indica: "GAC- Ecuador te invita a la
primera convocatoria barrial para la seguridad integral ciudadana en donde
expondremos temas de gran interés común para protección personal de tu familia yla
comunidad tomando en cuenta los grandes índices de inseguridad hemos desarrollado
una aplicación tecnológica que les permitirá optimizar la acción de respuesta ala fuerza
pública y ciudadana en caso de emergencia, esta aplicación será transmitida
gratuitamente yconfigurada asu sistema móvil". Considera la accionante que esto causa
incertidumbre al usuario respecto a la prestación de un servicio de interés público,
ofrecido por un particular, sin que medie título habilitante que le certifique delegación
por parte del Estado para su prestación como servicio público impropio. Además,
considera como perjudicial la duplicación de acciones que ésta propuesta genera, que al
no es|ar sujeta al control del Estado y en el caso de no ofrecer las garantías y la
eficiencia que amerita, ocasionaría un grave daño ala ciudadanía, afectando ala par las
labores policiales, así como de las otras instituciones de respuesta de auxilio. La
accionante considera que el DERECHO CONSTITUCIONAL VULNERADO es el
derecho a una seguridad integral ya la seguridad humana, establecido en el numeral 8
del artículo 3, artículo 393 de la Constitución; y, letra b) del artículo 11 de la Ley de
Seguridad Pública, por cuanto el accionado no puede instaurar e impulsar un "plan o
estrategia" para garantizar la seguridad ciudadana, por cuanto carece de competencia.
Siendo su PRETENSIÓN CONCRETA que se ordene al señor Iván Patricio Zambrano
Oquendo, se abstenga del uso de esta aplicación, tendiente aproporcionar la "seguridad
ciudadana" a los usuarios. QUINTO: ANÁLISIS DE LA ACCIÓN DE
PROTECCIÓN.- 5.1.- El objeto de la acción de protección es el amparo directo y
eficaz de los derechos reconocidos en la Constitución y tratados internacionales sobre
derechos humanos ysu finalidad es convertirse en elvehículo que permita hacer cesar o
reparar los daños que producto de las violaciones contra estos derechos se produzcan.
5.2.- La Ley de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, en sus artículos 40,
41 y 42 ha previsto los requisitos que deberán cumplirse para acudir a la acción de
protección, entre ellos están los de carácter general, los de procedencia ylegitimación
pasiva y los de improcedencia, respectivamente. 5.3.- Por cuanto esta acción de
protección se encuentra planteada en contra de un particular, es necesario analizar lo
dispuesto en el Art. 41.4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional que establece cuatro circunstancias en las que podría una persona natural
vulnerar algún derecho constitucional. 5.3.1 Los literales a) yb) de la disposición legal
antes mencionada, se refiere a quienes presten servicios públicos en cualquiera de las

idades permitidas por la ley, de los antecedentes de hecho expuestos en la•mo<
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demanda se infiere fácilmente que el accionado no presta ningún servicio público
entendida como la actividad desarrollada por una institución pública opor delegaS
de esta para satisfacer una necesidad social determinada. 5.3.2 En cuanto ala gravedad
del daño (litera cdel artículo en referencia) ala que se refiere esta circunstancia está
intimamente relacionada con la vulneración del contenido esencial de los derechos
constitucionales, el legislador en el Art. 27 de la LOGJCC, en el capítulo referente alas
medidas cautelares, ya nos da una pauta de lo que puede implicar un daño grave eindica
que dichas medidas también procederán cuando de modo grave se viole un derecho y
explícita que se considerará grave el daño cuando pueda ocasionar daños irreversibles o
por la intensidad ofrecuencia de la violación; por lo tanto, la invitación a ciudadanos
para que de manera voluntaria descarguen una aplicación gratuita del internet no
constituye acción violatoria de derechos constitucionales, que le cause un daño grave
para que se torne procedente la acción de protección contra particulares 533 La
subordinación o indefensión (literal d) como circunstancia que activa la acción de
protección frente a particulares, esta se da cuando producto del desnivel jurídico
existente, una persona tiene la obligación de obedecer una decisión arbitraria o de
realizar actos para otra que ostenta la condición de autoridad en virtud del
reconocimiento que mediante contrato el primero ha hecho para el segundo o de una
norma jurídica que así lo dispone; y entonces, esto conlleve vulneración de derechos
constitucionales, generando indefensión. El presente caso al ser el Estado quien acciona
contra un particular, obviamente no puede existir subordinación o indefensión Al no
haberse probado ninguna de las cuatro circunstancias para que se pueda activar una
acción de protección contra un particular, la misma deviene en improcedente 54- La
Constitución establece en su Art. 88 la garantía de la acción de protección con el ánimo
de ser el camino inmediato yeficaz para proteger los derechos humanos reconocidos en
la Constitución e instrumentos internacionales de derechos humanos, de la revisión de
esta norma podemos distinguir claramente que mediante la acción de protección solo se
garantiza directamente el amparo de derechos constitucionales, mas no derechos legales
5.5.- La acción de protección se constituye en un mecanismo jurisdiccional destinado a
tutelar los derechos ylibertades que escapan a la protección judicial de otras garantías
especificas, yes por lo tanto, un mecanismo para hacer efectivo un derecho en el ámbito
de la Función Judicial. Debemos tener en cuenta que en este ámbito tanto la justicia
constitucional tiene semejanzas, en nuestro sistema con la justicia ordinaria- ya que la
una y la otra protegen derechos; y las dos tienen competencia para conocer ambas
materias; por lo que al respecto Luigi Ferrajoli ha establecido distinción entre lo que él
llama "derechos patrimoniales" que a estos nosotros los denominamos "ordinarios" y
"derechos fundamentales" que los denominamos "Constitucionales"; y establece
diferencias básicas; indica que los derechos ordinarios son derechos reales yde crédito
vinculadas con la propiedad, que pertenecen a un titular determinado y por lo tanto
excluyen a las personas que no son titulares; mientras que los derechos constitucionales
son todos los reconocidos en la Carta Magna, vinculadas con la esencia del ser humano
son derechos universales; los derechos ordinarios son disponibles, negociables'
alienables y hasta consumibles, se acumulan, se restringen o se los pierde por la
voluntad de las personas; los derechos constitucionales por el contrario son
indisponibles, inalienables, inviolables e intransigibles, se los tiene, no aumentan ni
disminuyen en cuanto a su titularidad, y en cuanto a su ejercicio si esto sucede sin
justificación constituiría una violación, no cambian ni se acumulan; los derechos
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ordinarios tiene por título actos singulares basados en acuerdos de voluntades y los
derechos constitucionales están reconocidos en la misma yse basan en la dignidad; por
lo tanto las acciones constitucionales de protección no fueron creadas para sustituir a las
ordinarias opara ser un procedimiento rápido yeficaz de cobro de deudas opara evitar
que estas se cobren opara disponer que una persona ejecute odeje de hacer un acto en
específico, tal como es la pretensión de la accionante de que un ciudadano se abstenga
del uso de una aplicación del internet, por lo tanto para evitar el abuso de los litigantes
al interponer acciones de protección esto se lo reguló por medio del principio de
subsidiariedad el cual básicamente se toma en cuenta con los otros principios procesales
establecidos en la legislación ordinaria, en la medida en que sean compatibles con la
naturaleza del control constitucional. SEXTO: RESOLUCIÓN.- Por las
consideraciones expuestas, yal amparo de lo dispuesto en el Art. 42.1 de la LOGJCC el
Tribunal de la Sala Única Penal de la Corte Provincial de Pichincha,
ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL
ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA
REPÚBLICA, resuelve desechar el recurso de apelación propuesto por la recurrente
Abg. Raquel Carolina Mayorga Gavilanes, toda vez que la acción de protección es
improcedente al no existir violación de derechos constitucionales, consecuentemente se
confirma la sentencia venida en grado. Una vez ejecutoriada esta resolución, retorne el
proceso ala Unidad de origen, para los efectos legales correspondientes ycopia de esta
resolución remítase a la Corte Constitucional. Agregúese al expediente el escrito
presentado por el Ab. Marcos Arteaga Valenzuela, Director Nacional de Patrocinio del
Estado, Delegado del Procurador General del Estado, en atención al mismo, se da por
legitimada la intervención en la audiencia de estrados llevada acabo en el Tribunal de la
Sala de la Dra. Susana Pachacama a nombre de la Procuraduría General del Estado.-
Notifíquese.-

De la solicitud y sus argumentos

El accionante señala que se ha vulnerado el derecho a que la ciudadanía tenga
una seguridad integral y seguridad humana, establecida en el numeral 8 del
artículo 3, artículo 393 de la Constitución; y, letra b) del artículo 11 de la Ley de
Seguridad Pública, articulo 4de la Ley Orgánica de la Policía Nacional.

Agrega que los jueces de la Corte Provincial no comprendieron que es facultad
privativa del Ministerio del Interior el mantenimiento y control del orden
público, así como brindar ygarantizar la seguridad de la ciudadanía, para lo cual,
es parte de su misión ejercer la rectoría, formular, ejecutar yevaluar la política
pública que garantice este derecho ciudadano. Añade que por tal motivo, si un
particular, aun cuando, pretenda colaborar en el mantenimiento de la paz yde la
seguridad, conforme lo establece el artículo 83 numeral 4, de la Carta Magna,
esta responsabilidad ciudadana, se subsume a la necesidad de sujeción que tiene
la ciudadanía al cumplimiento de las políticas expedidas para el efecto por el
Ministerio del ramo
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En tal sentido, acota que mal podría el señor Iván Patricio Zambrano Oquendo
instaurar e impulsar un supuesto plan de estrategia para garantizar la seguridad
ciudadana por cuando carecería de competencia para el efecto.

Manifiesta que los jueces de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte
Provincial de Pichincha negaron la apelación a la acción de protección
planteando en contra del señor Iván Zambrano Oquendo, ya que consideraron
una "errónea comprensión de los hechos ypreceptos jurídicos planteados que se
han expuesto", al suponer que la pretensión del accionante es que "un ciudadano
se abstenga del uso de una aplicación del internet". Aclara que el Ministerio del
Interior no interpuso acción de protección al señor Zambrano Oquendo por el
uso de la plataforma virtual, sino lo que el Ministerio del Interior planteó es que
el señor Zambrano Oquendo "se abstenga de ofertar y expedir servicios de
AYUDA EN PROTECCIÓN Y SEGURIDAD CIUDADANA". Por lo que
concluye que el señor Zambrano Oquendo "no puede atribuirse potestades y
competencias que son de carácter prerrogativa a ciertas Instituciones del Estado".

Derecho constitucional presuntamente vulnerado

El accionante identifica como derechos vulnerados el de la seguridad integral ya
la seguridad humana constantes en los artículos 3 numeral 8 y 393 de la
Constitución de la República.

Pretensión concreta

El accionante solicita que "se ordene al señor Iván Patricio Zambrano Oquendo
se abstenga brindar y ofertar por medio de su aplicación -Temis app- 'AYUDA
EN PROTECCIÓN Y SEGURIDAD CIUDADANA' a sus usuarios y demás
ciudadanía en general, ya que dicha facultad ycompetencia como prerrogativa
Constitucional para la Policía Nacional, que como ente rector yrepresentación lo
tiene el Ministerio del Interior".

Informe de la judicatura que emitió la decisión impugnada

A partir de la foja 32 del expediente constitucional, consta el informe de los
señores Juan Carlos Marino Bustamante, Patricio Ricardo Vaca Nieto y Carlos
Alberto Figueroa Aguirre, jueces de la Sala de Garantías Penales de la Corte
Provincial de Justicia de Pichincha, los cuales fueron requeridos dentro del
presente proceso, mediante providencia de 2 dejuniode 2017 a las 12:00.
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Señalan que el legitimado activo pretende someter a debate constitucional,
aspectos sustanciales que fueron analizados y dilucidados en las respectivas
instancias judiciales dentro del proceso de acción de protección yque ademas son
aspectos propios de la justicia ordinaria.

Además mencionan que en las acciones que versan sobre garantías
jurisdiccionales de los derechos, como es el caso de la acción extraordinaria de
protección, la pretensión debe ser de carácter constitucional, donde se debe
cumplir con ciertos requisitos, entre los que está la justificación de la presunta
violación constitucional, sin embargo, indican que el legitimado activo ni siquiera
enuncia los derechos que se cree han sido vulnerados por el Tribunal de la Sala
Penal, cuando debía establecer la forma en que el fallo impugnado vulneró el
debido proceso constitucional uotros derechos fundamentales en las actuaciones
judiciales.

Manifiestan que en el texto de la demanda se encuentra que el accionante señala
como el acto violatorio la no aceptación de sus argumentos esgrimidos en la
presentación de su acción de protección dentro del proceso judicial, por lo que
concluyen que dicha situación no justifica la procedencia de la acción
extraordinaria por tratarse estrictamente de opiniones ocriterios jurídicos vertidos
por la autoridad judicial en uso de sus facultades, lo que no es susceptible de
acción extraordinaria de protección, pues la misma no constituye acción de
revisión del contenido material del fallo.

Indican que la intención del accionante es que la Corte Constitucional actúe como
otra instancia al pretender que se emitan criterios sobre el fondo del asunto que
motivó la acción de protección, ya que la pretensión que consta en la demanda se
aparta de la naturaleza de la acción extraordinaria de protección la que no ha sido
instituida como una nueva instancia.

Señalan que en la demanda no consta cuáles han sido los derechos
constitucionales vulnerados en la decisión judicial que impugna, lo que no
permite advertir las razones por las cuales la decisión que se impugna suponga
violaciones de derechos constitucionales.

Finalmente, solicitan que se deseche por improcedente la demanda de acción
extraordinaria de protección incoada en su contra, en calidad de jueces de la Sala
de Garantías Penales de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, ya que
estiman que no existe vulneración o menoscabo de derecho constitucional alguno
en el fallo que han emitido^, \*



CasoN.°2037-15-EP
Página 8 de 30

Intervención del representante de la Procuraduría General del Estado

A fojas 24 del expediente constitucional, comparece el abogado Marcos Arteaga
Valenzuela, director nacional de Patrocinio, delegado del procurador general del
Estado, y señala casilla constitucional para recibir futuras notificaciones que le
correspondan. n

Intervención de terceros con interés

Afoja 5 del expediente constitucional, comparece el ingeniero Christian Rivera
Zapata, en su calidad de director general del Servicio Integrado de Seguridad SIS
ECU 911.

Explica que el Servicio Integrado de Seguridad -SIS- ECU-911 fue creado
mediante Decreto Ejecutivo N.° 988, de 11 de diciembre de 2011, reformado
mediante Decreto Ejecutivo N.° 031 de 24 de junio de 2013 (R.O. N.° 44 de 25
de julio de 2013), correspondiéndole la exclusividad en la coordinación para el
manejo de emergencias yeventos antrópicos onaturales en todo el País por lo
que cuenta con una plataforma tecnológica única en la región que le permite
cumplir su cometido.

Aclara que por regla general son indelegables sus funciones, salvo los
mecanismos propios que la ley permite, como por ejemplo los acuerdos o los
pactos vigentes y con apego a las disposiciones vigentes; tal el caso de las
brigadas de vigilancia ciudadana, que debida y legalmente organizadas se
constituyen en ayuda idónea para coadyuvar a la protección de los bienes y
derechos protegidos por el Estado.

Indica que el ciudadano Iván Zambrano Oquendo hace uso inapropiado y sin
autorización alguna de la marca ECU-911, por lo que manifiesta que debe su
pagina ser bloqueada en el IEPI en razón de la titularidad que les asiste.

Señala que sus protocolos de atención no prevén la intermediación del servicio,
por lo que no se ha considerado la presencia del aplicativo TEMIS app, para eí
despacho y atención de emergencias. No obra de sus archivos' ningún
instrumento legal en que el compareciente a suscribirlo sea el señor Iván
Zambrano Oquendo sea en calidad de persona natural ojurídica.

Concluye que la organización denominada GAC - ECUADOR y su prestación
del servicio TEMIS APP no se encuentran contemplados como un órgano
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ejecutor de Seguridad Integral Ciudadana y de Emergencias; más bien coligen
que se encuentra atribuyéndose actividades yusurpando funciones exclusivas de
instituciones públicas de seguridad yemergencias, por lo que dichas actividades
podrían inclusive derivar en responsabilidades penales.

II. CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS DE LA CORTE
CONSTITUCIONAL

Competencia

La Corte Constitucional es competente para conocer y resolver sobre las acciones
extraordinarias de protección contra sentencias, autos definitivos y resoluciones
con fuerza de sentencia, de conformidad con lo previsto en los artículos 94 y 437
de la Constitución de la República, en concordancia con los artículos 63 y 191,
numeral 2, literal d de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional; y, artículo 46 de la Codificación al Reglamento de Sustanciación
de Procesos de Competencia de la Corte Constitucional.

Legitimación activa

El artículo 59 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional establece: "Legitimación activa.- La acción extraordinaria de
protección puede ser interpuesta por cualquier persona o grupo de personas que
han o hayan debido ser parte de un proceso por sí mismas o por medio de
procurador judicial".

De la revisión del expediente de instancia, consta que el Ministerio del Interior
fue parte procesal del dentro la acción de protección N.° 17371-2015-02796, por
lo tanto, se encuentra legitimado para plantear la presente acción extraordinaria
de protección.

Finalidad de la acción extraordinaria de protección

La Corte Constitucional al ser el máximo órgano de control, interpretación y
administración de justicia en la materia se encuentra investida de la facultad de
preservar la garantía de los derechos constitucionales y así evitar o reparar su
vulneración. En este sentido, la Constitución plantea la posibilidad de tutelar
derechos constitucionales que pudieren ser vulnerados durante la tramitación de
un proceso judicial o por la emisión de una sentencia o auto definitivo.
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De acuerdo con el artículo 437 de la Constitución de la República la acción
extraordinaria de protección procede cuando se trate de sentencias autos
definitivos yresoluciones con fuerza de sentencia firmes oejecutoriados en los
que se demuestre que en el juzgamiento se ha violado, por acción u omisión el
debido proceso u otros derechos reconocidos en la Constitución una vez
agotados los recursos ordinarios y extraordinarios dentro del término legal a
negligencia de la persona titular del derecho constitucional vulnerado.

Identificación del problema jurídico

De conformidad alo mencionado en líneas precedentes, le corresponde ala Corte
Constitucional determinar si ha existido vulneración de derechos constitucionales
en la sentencia de 18 de noviembre de 2015, dictada por la Sala de lo Penal de la
Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro de la acción de protección N.°
17371-2015-02796, seguido en contra del señor Iván Patricio Zambrano
Oquendo, mediante la cual resuelve desechar el recurso de apelación propuesto
por la recurrente Abg. Raquel Carolina Mayorga Gavilanes, "toda vez que la
acción de protección es improcedente al no existir violación de derechos
constitucionales, consecuentemente se confirma la sentencia venida en grado".

Al respecto, el accionante ha identificado como vulnerados los derechos a la
seguridad integral y a la seguridad humana, constantes en los artículos 3 numeral
8 y393 de la Constitución de la República. Sin embargo, se determina que la
referencia que hace el legitimado activo a lasupuesta vulneración de derechos es
en relación al supuesto acto denunciado en la acción de protección, mas no se
refiere a vulneración a derechos constitucionales en la sentencia de 18 de
noviembre del 2015, dictada por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de
Justicia de Pichincha.

Luego del análisis integral de la demanda de acción extraordinaria de protección
presentada el 30 de noviembre de 2015, se establece que el argumento principal
se centra en que la decisión emitida por los jueces de la Sala de lo Penal de la
Corte Provincial de Justicia de Pichincha se fundamentaría en una errónea
comprensión de los hechos ypreceptos jurídicos planteados por el accionante. De
manera que, con el propósito de revisar la sentencia impugnada mediante acción
extraordinaria de protección, en atención al principio iura novit curia, esta Corte
Constitucional realizará dicho análisis en torno al derecho al debido proceso en la
garantía de la motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1), de la
Constitución de la República.
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Con las consideraciones anotadas y con la finalidad de resolver la presente
acción extraordinaria de protección, esta Corte Constitucional establece el
siguiente problema jurídico:

La sentencia de 18 de noviembre del 2015, dictada por la Sala de lo Penal de
la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, dentro de la acción de
protección N.° 17371-2015-02796, ¿vulnera el derecho al debido proceso en
la garantía de la motivación, prevista en el artículo 76 numeral 7literal 1), de
la Constitución de la República?

El derecho al debido proceso se encuentra consagrado en el artículo 76 de la
Constitución de la República. El mismo que contempla una serie de garantías
básicas que deben ser cumplidas por los operadores de justicia en todo proceso
en el que se determinen derechos y obligaciones. Respecto a este derecho, la
Corte Constitucional ha señalado que:

... el debido proceso se muestra como un conjunto de garantías con las cuales se
pretende que el desarrollo de las actividades en el ámbito judicial oadministrativo, esté
sujeto a reglas mínimas con el fin de proteger los derechos garantizados por la norma
constitucional, constituyéndose este en un límite a la actuación discrecional de los
jueces.1

Ahora bien, dentro de las garantías integrantes del derecho al debido proceso,
consta la de motivación. Así, el numeral 7 literal 1) del artículo antes referido
consagra: "1) Las resoluciones del poder público deberán ser motivadas. No
habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios
jurídicos en que se funda y no se explica la pertinencia de su aplicación a los
antecedentes de hecho..."

Al respecto, la Corte Constitucional ha desarrollado ampliamente la importancia
de este derecho, así, en sentencia N.°009-16-SEP-CC señaló:

(...) la motivación impone al juez el deber de expresar en la sentencia los motivos de
hecho y de derecho que sustentan lo decidido, bajo el único afán de alcanzar una doble
finalidad; por un lado, controlar la arbitrariedad del sentenciador, pues le impone
justificar el razonamiento lógico que siguió para establecer una conclusión y además,
garantizar el legítimo derecho de defensa de las partes, considerando que estas requieren
conocer los motivos de la decisión paradeterminar si están o noconformes conella.

1Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 101-16-SEP-CC.
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Desde la esfera internacional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos
(UDH), dentro del fallo dictado el 21 de noviembre de 2007 en el caso
Chaparro Alvarez y Lapo Iñiguez vs. Ecuador, calificó a la motivación como
una garantía vinculada con la correcta administración de justicia" entendiendo a

esta garantía como: "la exteriorización de la justificación razonada que permite
llegar auna conclusión", resaltando de esta manera la importancia del derecho a
la motivación para la protección del pleno ejercicio de los derechos de las
personas mediante decisiones apegadas a derecho.

Bajo estos señalamientos, este Organismo ha determinado que la motivación de
una decisión judicial, debe cumplir ciertos parámetros esenciales:

Para que determinada resolución se halle correctamente motivada es necesario
que la autoridad que tome la decisión exponga las razones que el derecho le
ofrece para adoptarla. Dicha exposición debe hacérsela de manera razonable
lógica y comprensible, así como mostrar cómo los enunciados normativos se
adecúan a los deseos de solucionar los conflictos presentados. Una decisión
razonable es aquella fundada en los principios constitucionales. La decisión
lógica, por su lado, implica coherencia entre las premisas y la conclusión, así
como entre esta y la decisión. Una decisión comprensible, por último debe
gozar de claridad en el lenguaje, con miras a su fiscalización por parte del gran
auditorio social, más allá de las partes en conflicto.2 (Énfasis añadido).

Asimismo, la Corte ha manifestado que la presencia de estos tres elementos en
toda decisión judicial, debe ser concurrente,3 es decir, la inobservancia de uno
solo de ellos es suficiente para declarar la vulneración al derecho al debido
proceso en la garantía de la motivación.

Por tal motivo, este Organismo procederá a realizar el test de motivación de la
sentencia dictada el 18 de noviembre del 2015, por laSala de lo Penal de laCorte
Provincial de Justicia de Pichincha, dentro de la acción de protección N.° 17371-
2015-02796, de conformidad con los lincamientos antes mencionados.

Razonabilidad

En lo que respecta al parámetro de la razonabilidad, este se encuentra relacionado
de modo principal con la determinación de las fuentes de derecho, en las que la o

2Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia N.° 227-12-SEP-CC.
3Corte Constitucional del Ecuador, Sentencias Nros. 126-14-SEP-CC, 006-16-SEP-CC, 009-16-SEP-CC.
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las autoridades jurisdiccionales radican su competencia, así como también en
aquellas en las que fundan sus razonamientos yconclusiones.

Asu vez esta Corte Constitucional considera oportuno señalar que el requisito
objeto de estudio conforme lo ha determinado este Organismo en su
jurisprudencia, guarda relación con la pertinencia de las fuentes de derecho
empleadas por los operadores de justicia con la acción o recurso puesto en su
conocimiento.

En este contexto, la sentencia emitida el 18 de noviembre de 2015, por la Sala de
lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, fue dictada en razón de
un recurso de apelación presentado por la parte accionante en contra de la
sentencia dictada el 19 de junio del 2015 a las 15:57, por el juez de la Unidad
Judicial Primera Especializada de Trabajo del cantón Quito, provincia de
Pichincha dentro de la acción de protección N.° 17371-2015-02796.

El considerando primero de la sentencia referida, fija la competencia para
conocer la acción de protección en el artículo 86 numeral 3 de la Constitución de
la República yen el artículo 24 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales
y Control Constitucional.

En el considerando segundo la Sala de apelación declara la validez procesal de la
causa. Asimismo, en su considerando tercero, los jueces de la Sala de lo Penal de
la Corte Provincial de Justicia de Pichincha desarrollan la finalidad de la acción
de protección; del mismo modo se hace referencia a los artículos 88, 417 y425
de la Constitución de la República, y hacen referencia a varios instrumentos
internacionales que reconocen y determinan los derechos del ser humano.

Enseguida, en el considerando cuarto los jueces de apelación hacen referencia a
los fundamentos de hecho y de derecho de la acción de protección planteada por
la señora abogada Raquel Carolina Mayorga Gavilánez en calidad de
coordinadora general de asesoría jurídica y delegada del señor Ministro del
Interior, en contra del ciudadano Iván Patricio Zambrano Oquendo, señalando
que los derechos constitucionales que la accionante considera supuestamente
vulnerados son los relacionados con la seguridad integral y la seguridad humana,
establecidos en el numeral 8 del artículo 3 y artículo 393 de la. Constitución de la
República; y, letra b) del artículo 11 de la Ley de Seguridad Pública.

A continuación, en el considerando quinto del fallo impugnado la Salí
fundamenta su análisis en el numeral 4 del artículo 41 de la Ley Orgánica di
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Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, en el cual se establece cuatro
circunstancias en las que podría una persona natural vulnerar algún derecho
constitucional. Sin embargo, dentro de tales circunstancias, hizo referencia al
articulo 27 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Constitucional, que guarda relación con la procedencia de las medidas cautelares
mas no en lo que respecta ala acción de protección planteada: "... el legislador en
el Art. 27 de la LOGJCC, en el capítulo referente a las medidas cautelares ( )
indica que dichas medidas también procederán cuando de modo grave se viole un
derecho y explícita que se considerará grave el daño cuando pueda ocasionar
danos irreversibles opor la intensidad o frecuencia de la violación..."

Finalmente, en el considerando sexto los jueces de la Sala de apelación
resuelven, al amparo de lo dispuesto en el numeral 1del artículo 42 de la Ley
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, desechar el
recurso de apelación propuesto por la recurrente, determinando que la acción de
protección es improcedente al no existir violación de derechos constitucionales.

De lo anotado en líneas precedentes se desprende que en el caso sub examine la
Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, en su sentencia
emitida el 18 de noviembre del 2015 dentro del recurso de apelación de acción de
protección N.° 17371-2015-02796, si bien identificó las fuentes de derecho que
sustentan su decisión, también resulta evidente la falta de pertinencia de la norma
contenida en el artículo 27 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional, referente a los requisitos de procedencia de las medidas
cautelares, pues, aquella constituye una garantía distinta a la acción de
protección. Por tanto, esta Corte Constitucional colige que la decisión judicial
impugnada incumple con el parámetro de razonabilidad que demanda el
principio de motivación.

Lógica

El requisito de la lógica, conforme lo ha manifestado este Organismo en su
jurisprudencia, se refiere a la coherencia que debe existir entre premisas y de
estas con la conclusión final, así como también con la carga argumentativa
empleada por las autoridades jurisdiccionales en sus razonamientos ydecisión.

En este sentido, es importante señalar que el parámetro objeto de estudio, guarda
a su vez relación con la armonía, coherencia, que debe tener la conducta de los
operadores de justicia con la naturaleza de la acción puesta en su conocimiento
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Dentro del análisis de este elemento, debemos observar que en el considerando
cuarto de la sentencia, la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha transcribe los hechos alegados por la accionante abogada Raquel
Carolina Mayorga Gavilánez, en calidad de coordinadora general de asesoría
jurídica y delegada del señor Ministro del Interior, los mismos que dicen lo
siguiente:

( ) el señor Iván Patricio Zambrano Oquendo a través de la aplicación de una
herramienta informática, que se encuentra en Google Play oApp Store bajo el nombre
de Temís app, viene ofreciendo alas personas que han descargado esta aplicación en sus
celulares: acceso a noticias de interés común, profesionales en el área legal, entre otros;
y ofrece como un Plus de esta herramienta un BOTÓN DE SEGURIDAD (...)
Considera la accionante que esto causa incertidumbre al usuario respecto a la prestación
de un servicio de interés público, ofrecido por un particular, sin que medie titulo
habilitante que le certifique delegación por parte del Estado para su prestación como
servicio público impropio. Además, considera como perjudicial la duplicación de
acciones que ésta propuesta genera, que al no estar sujeta al control del Estado (...) La
accionante considera que el DERECHO CONSTITUCIONAL VULNERADO es el
derecho a una seguridad integral ya la seguridad humana, establecido en el numeral 8
del artículo 3, artículo 393 de la Constitución; y, letra b) del artículo 11 de la Ley de
Seguridad Pública, por cuanto el accionado no puede instaurar e impulsar un "plan o
estrategia" para garantizar la seguridad ciudadana, por cuanto carece de competencia
(...).

Los jueces provinciales establecen su ratio decidendi en el considerando quinto
del fallo sub examine. Así, señalan que la acción de protección planteada deviene
en improcedente al no haberse probado ninguna de las circunstancias para que se
pueda activar una acción de protección contra un particular; y, en líneas
posteriores, se señala que de conformidad con el artículo 88 de la Constitución,
mediante la acción de protección solo se garantiza directamente el amparo de
derechos constitucionales, mas no derechos legales, y en aquel sentido, exponen:

... por lo tanto las acciones constitucionales de protección no fueron creadas para
sustituir a las ordinarias o para ser un procedimiento rápido y eficaz de cobro de
deudas o para evitar que estas se cobren o para disponer que una persona ejecute o
deje de hacer un acto en específico, tal como es la pretensión de la accionante de que
un ciudadano se abstenga del uso de una aplicación del internet, por lo tanto para
evitar el abuso de los litigantes al interponer acciones de protección esto se lo reguló
por medio del principio de subsidiariedad el cual básicamente se toma en cuenta con
los otros principios procesales establecidos en la legislación ordinaria, en la medida en
que sean compatibles con lanaturaleza del control constitucional.

Del examen de los argumentos que preceden, se evidencia que la Sala concluyó
que las acciones constitucionales de protección no fueron creadas para sustituir
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las ordinarias, para lo cual se ampara en el contenido del artículo 4numeral 14 de
la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, el cual
no se refiere al carácter subsidiario de la acción de protección, sino aun principio
procesal de justicia constitucional.4

En lo que respecta al carácter subsidiario de la acción de protección ecuatoriana
esta Corte ha dicho que esta garantía jurisdiccional procede exclusivamente
cuando de un profundo estudio de razonabilidad del caso concreto realizado por

la jueza o juez, se desprende la existencia de vulneración a derechos
constitucionales. Por el contrario, si en dicho análisis judicial no se determina la
existencia de vulneraciones aderechos constitucionales, sino conflictos de índole
mfraconstitucional, a la jueza o juez le corresponde determinar cuáles son las
vías judiciales ordinarias las adecuadas para la solución del conflicto".5

Posteriormente, la Corte Constitucional mediante su jurisprudencia vinculante
contenida en la sentencia N.° 001-16-PJO-CC emitida dentro del caso N.° 0530-
10-JP, precisó este concepto señalando que la acción de protección responde a
un carácter subsidiario, en virtud del cual, ante la "inadecuación o deficiencia
de la justicia ordinaria", el legislador ha optado por considerar a la vía
constitucional como el mecanismo último para resolver un conflicto que
pudiendo solucionarse en la vía ordinaria, no lo ha hecho por inadecuación o
ineficacia de la misma o porque el asunto controvertido carece de vía en la
justicia ordinaria.

En atención alo expuesto, esta Corte Constitucional evidencia que en el caso sub
judice, la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha
confundió el carácter subsidiario de la acción de protección con el principio
procesal de la subsidiaridad de la justicia constitucional, por lo que se determina
la falta de coherencia entre los argumentos desarrollados por los administradores
de justicia, con su decisión final, ocasionando una falta de conexión entre las
premisas normativas y facticas, con la conclusión a la que llega la Sala de
apelación.

En tal virtud, esta Corte Constitucional concluye que ha tenido lugar una
inobservancia al parámetro de la lógica, previsto para la existencia de una debida
observancia al derecho al debido proceso en su garantía de motivación, conforme
lo expuesto en párrafos precedentes.

l^^1CUl° 4'14,^ toHUy -0rgánicade Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, que establece: «14. Subsidiaridad -Se
'pTJ^T^ZS^r*™establecidos en la legislaci6n—en la ^ -* - —s
3Corte Constitucional del Ecuador, sentencia No. 098-13-SEP-CQ caso No. 1850-11-EP
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Comprensibilidad

Finalmente, en cuanto a la comprensibilidad, este parámetro se encuentra
relacionado con la claridad del lenguaje empleado por la autoridad jurisdiccional,
así como también con la manera en que se realiza la exposición de las ideas yla
inclusión de todos los argumentos de las partes, de forma que se permita el
debido entendimiento de lasrazones contenidas enel fallo.

Al respecto, esta Corte Constitucional evidencia que el análisis efectuado por la
autoridad jurisdiccional en la sentencia objeto de la presente acción
extraordinaria de protección, no es claro en cuanto a las ideas expuestas en razón
de la incoherencia existente entre las premisas argumentativas y de estas con la
decisión final.

En razón de lo cual, este Organismo establece que la falta de observancia de los
parámetros de razonabilidad ylógica influyó en la claridad en la exposición de
los argumentos expuestos la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha, trayendo como consecuencia la inobservancia del parámetro objeto de
estudio.

Ahora bien, una vez que esta Corte Constitucional ha determinado la
inobservancia de los parámetros de la razonabilidad, lógica y comprensibilidad,
concluye que ha tenido lugar la vulneración del derecho al debido proceso en su
garantía de motivación previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1) de la
Constitución de la República del Ecuador, en la sentencia de 18 de noviembre del
2015, dictada por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha, dentro de la acción de protección N.° 17371-2015-02796.

Consideraciones adicionales de la Corte Constitucional

Esta Corte Constitucional como máximo órgano de control, interpretación
constitucional y de administración de justicia en esta materia, considera
fundamental emitir un pronunciamiento sobre la pertinencia de la pretensión
constante en la garantía constitucional presentada, en aplicación del principio
iura novit curia6, cuya finalidad es la protección y tutela eficaz y efectiva de los
derechos constitucionales cuando pudiere generarse una posible afectación de los
mismos.

6Este principio ha sido desarrollado por esta Corte Constitucional en varios de sus fallos, entre los cuales están: Sentencia N. °164-
15-SEP-CC, caso N.° 0947-11-EP; sentencia N.°. 085-13-SEP-CC, caso N.°. 1344-12-EP; sentencia N.° 002-09-SAN-CC, caso N.
0005-08-AN.
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En este sentido, es importante puntualizar que la sentencia de segunda instancia
resolvió negar el recurso de apelación, y confirmar la sentencia de primera
instancia dictada el 19 de junio del 2015 a las 15:57, por el juez de la Unidad
Judicial Primera Especializada de Trabajo del cantón Quito, provincia de
Pichincha, que negó la acción de protección presentada por la abogada Raquel
Mayorga Gavilanes, coordinadora general de asesoría jurídica del Ministerio del
Interior.

Ante ello, esta Corte Constitucional estima necesario examinar si la sentencia de
primera instancia vulnera el derecho al debido proceso en la garantía de la
motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7literal 1, de la Constitución de la
República, para cuyo efecto, se planteará y resolverá el siguiente problema
jurídico:

La sentencia dictada el 19 de junio del 2015 a las 15:57, por el juez de la
Unidad Judicial Primera Especializada de Trabajo del cantón Quito
provincia de Pichincha, ¿vulneró el derecho al debido proceso en la garantía
de la motivación, previsto en el artículo 76 numeral 7 literal 1 de la
Constitución de laRepública? '

Como se señaló en el anterior problema jurídico, para que una decisión judicial se
considere motivada se deben observar los parámetros de razonabilidad, lógica y
comprensibilidad, para lo cual es menester referirnos al contenido de la'sentencia
emitida en primera instancia:

UNIDAD JUDICIAL PRIMERA ESPECIALIZADA DE TRABAJO DEL
CANTÓN QUITO DE LA PROVINCIA DE PICHINCHA. Quito, viernes 19 de
junio del 2015, las 15h57. VISTOS.- (...) SÉPTIMO: El artículo 40 de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional, determina que procede la acción
de protección cuando no existe otro mecanismo de defensa judicial adecuado yeficaz
para proteger el derecho violado; el artículo 42 de la ley mencionada, manifiesta que no
procede la acción entre otros: 1.- Cuando de los hechos no se desprenda que existe una
violación de derechos constitucionales;. Nuestra doctrina ecuatoriana, ha manifestado
que existen ciertos actos excluidos de la Acción de Protección, " Los actos no
contemplados en la acción ordinaria de protección consagrados en el artículo 88 de la
Constitución de la República son los que se encuentran excluidos de esta acción, entre
ellos tenemos: (...) f) Cuando se trate de derechos puramente patrimoniales uotros cuya
violación pueda ser válidamente recurrida ante los órganos judiciales" (David Gordillo
Guzmán, en su obra La Limitación de la Acción de Protección contra Decisiones
Judiciales ysu incidencia en la indefensión.- Quito-Ecuador- 2010, pg 90-91), pues lo
que se pretende en esta acción es un reconocimiento de un derecho puramente legal,
htigable, más no un derecho fundamental de los consagrados en la Constitución de la
República, por lo cual no procede la invocada Acción de Protección, la misma que
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acuerdo con el número 14 del artículo 4 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales no es subsidiaria de otras vías (inconstitucionahdad - ilegalidad -
contencioso administrativo), pues esta acción de protección no puede ser aplicada como
un medio de defensa judicial, pretendiendo reemplazar los mecanismos procesales
previstos para la protección de los derechos; el artículo 75 y76 de la Constitución de la
República, que sostiene sobre el debido proceso, yque se enmarca a la tutela judicial
efectiva, imparcial y expedita, así como hace referencia que toda persona podra ser
juzgada ante un juez oautoridad competente, ycon observancia del trámite propio de
cada procedimiento, en la especie la parte actora, pretende que con la presente acción de
protección esta autoridad ordene que el señor Iván Patricio Zambrano Oquendo, se
abstenga del uso de una aplicación, cualquiera que sea esta, tendiente a proporcionar
conforme lo promociona "seguridad ciudadana" a los usuarios por carecer
absolutamente de competencia para ello y por ser de ámbito privativo del Estado
Central, a través de esta Cartera de Estado yla Policía Nacional, por las pretensiones de
la parte actora de la presente acción de protección, ydentro de la exposición realizada
por el demandado, es claro que el servicio que brinda es de una aplicación que se
descarga gratuitamente del App Store y que dicho servicio no tiene el carácter de
obligatorio ya que está sujeto a la libre decisión de quien la desea aplicar; es más en
ningún momento se ha establecido que este servicio sea imperativo por parte de quienes
brindan o desean adquirirlo voluntariamente, no se le impide a acceder a servicios de
seguridad ciudadana ya que más bien al tenerlo se procura una colaboración entre los
que tiene descargado esta aplicación, por lo tanto al existir la voluntad que es inherente
a todo ser humano y que en el presente caso se refiere a un hecho opcional; esta
autoridad llega a la conclusión que no existe vulneración al derecho de la seguridad
integral yla seguridad humana; no puede soslayar lo determinado en el numeral uno del
Art. 40 de Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional,
determina que procede la acción de protección cuando exista una violación de un
derecho constitucional. Por todas las consideraciones expuestas y por cuanto de los
hechos mencionados en el libelo de la demanda, no se desprende la existencia de una
violación de derechos constitucionales; con fundamento en las disposiciones
constitucionales y legales antes invocadas y en atención a lo previsto en los artículos
42.1 y40.1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional,
31 y 217.4 del Código Orgánico de la Función Judicial y sin embargo aceptar
pretensiones que no se prueban yno poseen un fundamento constitucional ylegal, sería
precisamente afectar la seguridad del orden jurídico, el mismo que ocasionaría un
desbande legal yel uso ilógico ydesproporcionado de esta Acción Constitucional.- Con
los antecedentes expuestos, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL
PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR Y POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCIÓN Y LEYES DE LA REPÚBLICA, con fundamento en los Arts. 173,
de la Constitución, 42 numeral 1, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional y por no cumplidos los presupuestos establecidos en el Art. 40
ibídem, se niega la acción de protección, planteada por la AB. RAQUEL CAROLINA
MAYORGA GAVILANES, en su calidad de Coordinadora General de Asesoría
Jurídica del Ministerio del Interior (e).- Se deja a salvo las acciones que la parte
accionante considere pertinente. Ejecutoriada lapresente sentencia seremitirá a la Corte
Constitucional para el desarrollo de su jurisprudencia conforme lo dispuesto en el Art.
86 numeral 5to, de la Constitución, agregúese al proceso el escrito de la parte actora, y



Caso N.° 2037-15-EP
Página 20 de 30

desépor legitimida yratificada la intervención de los Abogados de la parte accionante
JNotiíiquese. (sic)

En este contexto, este Organismo procederá a realizar el análisis correspondiente
en atención a los parámetros antes referidos:

Razonabilidad

En la decisión emitida el 19 de junio de 2015 se puede observar que en el
considerando primero el juez declaró su competencia para conocer la causa de
acción de protección, fundamentado en el artículo 86 numeral 2de la Constitución
de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 7de la Ley Orgánica
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, que establecen la
competencia de la jueza ojuez del lugar en que se origina el acto o la omisión- o
donde se producen sus efectos, para el conocimiento de la acción de protección.'

Posteriormente, el juez declaró la validez del proceso, señalando que en la
tramitación del presente recurso no se ha omitido solemnidad sustancial alguna,
que pueda incidir en la resolución de la causa.

En el considerando cuarto, el juez se refirió al artículo 88 de la Constitución de la
República del Ecuador, señalando que es mérito de esta acción determinar si
dentro de los actos que se impugnan, existe o no vulneración de los derechos
constitucionales.

El considerando sexto señala los artículos 31 y 217 del Código Orgánico de la
Función Judicial; y, los artículos 39 y 40 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, infiriendo que no es el propósito ni
objetivo de la acción de protección, revisar la legalidad o ilegalidad de un acto
administrativo, ni constituye mecanismo constitucional para reemplazar
procedimientos.

En el considerando séptimo el juez señala que el numeral 14 del artículo 4 de la
Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, establece
que la acción de protección no es subsidiaria de otras vías. En tal sentido se
evidencia la falta de pertinencia de la norma citada, ya que la misma se refiere al
principio procesal de subsidiaridad de la justicia constitucional y no al carácter
subsidiario de la acción de protección, tal como se indicó en el problema anterior.
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Por lo que esta Corte Constitucional concluye que el requisito de la razonabilidad,
no fue debidamente observado por parte del juez de la Unidad Judicial Primera
Especializada de Trabajo del cantón Quito, provincia de Pichincha, en su sentencia
dictada el 19 dejunio del 2015 a las 15:57.

Lógica

En la decisión in examine se señala que:

... pues lo que se pretende en esta acción es un reconocimiento de un derecho puramente
legal, litigable, más no un derecho fundamental de los consagrados en la Constitución de
la República, por lo cual no procede la invocada Acción de Protección, la misma que de
acuerdo con el número 14 del artículo 4 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales
no es subsidiaria de otras vías (inconstitucionalidad - ilegalidad - contencioso
administrativo), pues esta acción de protección no puede ser aplicada como un medio de
defensa judicial, pretendiendo reemplazar los mecanismos procesales previstos para la
protección de los derechos...

De lo mencionado, se desprende que el juez de instancia concluye que la acción
de protección tiene el carácter de no ser subsidiaria de otras vías, por lo que se
ampara en el numeral 14 del artículo 4 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional.

En este sentido se observa que el criterio de la lógica tampoco ha sido cumplida
dentro de la sentencia dictada por el juez de la Unidad Judicial Primera
Especializada de Trabajo del cantón Quito, provincia de Pichincha, pues dicha
autoridad al igual que los jueces provinciales, confunden el carácter subsidiario
de la acción de protección con el principio procesal de subsidiariedad contenido
en el artículo 4 numeral 14 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y
Control Constitucional.

Comprensibilidad

En relación a este parámetro, se observa que la decisión no se fundamentó en
normas aplicables y al no existir una sistematización adecuada de los argumentos
expuestos en ella y por tanto, ante la ausencia de los requisitos de la
razonabilidad y de la lógica analizados previamente, que deriva en la
incoherencia entre las premisas y la decisión final que confluyen en una
argumentación judicial confusa e incapaz de transmitir de modo coherente y
razonable las razones en que se apoya el fallo; por lo que, se determina que la
decisión no es comprensible.
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Por las consideraciones expuestas, esta Corte concluye que la sentencia expedida
el 19 de junio del 2015 a las 15:57, por el juez de la Unidad Judicial Primera
Especializada de Trabajo del cantón Quito, provincia de Pichincha, vulneró el
derecho constitucional al debido proceso en la garantía de la motivación
contenido en el artículo 76 numeral 7literal 1de la Constitución de la República.'

Ahora bien, al encontrar la vulneración tanto en la sentencia de primera y
segunda instancia, la Corte Constitucional entra a conocer el fondo del asunto a
fin de verificar si efectivamente la vulneración de derechos invocados por'la
accionante, es tutelable mediante una acción de protección.

En efecto, siguiendo la jurisprudencia establecida por la Corte Constitucional7
acerca de la dimensión objetiva y subjetiva que caracteriza a esta garantía
jurisdiccional, en varias sentencias constitucionales, se ha considerado que si la
acción extraordinaria de protección proviene de un proceso de garantía
jurisdiccional de los derechos constitucionales, la Corte Constitucional tiene que
resolver el asunto central de la acción de protección, a efectos de hacer efectivos
los derechos de los accionantes que no encontraron satisfacción por parte de los
jueces constitucionales de instancia; y a su vez, establecer precedentes de
actuación para las judicaturas de instancia ycorregir el uso inadecuado que se
evidencie en su razonamiento. En tal sentido, se determina el siguiente problema
jurídico:

La pretensión de la accionante en la acción de protección en relación a la
vulneración de derechos constitucionales, ¿era un asunto propio de
conocimiento y tutela mediante una acción de protección?

Del análisis del proceso de instancia, se desprende que de fojas 11 ala 14, consta
la acción de protección presentada por la abogada Raquel Mayorga Gavilanes
coordinadora general de asesoría jurídica del Ministerio del Interior, en contra
del señor Iván Patricio Zambrano Oquendo, dentro de la cual, en lo principal,
señala:

El señor Iván Patricio Zambrano Oquendo forma parte de la Organización denominada
GAC - Ecuador (Grupo Anticorrupción Ecuador), cuya visión está enfocada en ser una
organización de protección civil más grande del Ecuador, conformada como un medio
de alcance a la ciudadanía para la protección de vulneración de derechos a través de la
aplicación de una herramienta informática, que se encuentra en Google Play o App
Store bajo el nombre de Temís app, ofreciendo alas personas que se han descargado;

Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 119-15-SEP-CC, caso N.°0537-11-EP.
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esta aplicación en sus celulares: acceso anoticias de interés común, P*^0^ *> °¡
área legal, entre otros; yofrecen como un Plus de esta herramienta un BOTÓN Dfc
SEGURIDAD, el cual según menciona el señor Zambrano "está pensado para lograr
una verdadera integración de seguridad ciudadana".

Para ofrecer esta herramienta GAC Ecuador, convoca a los diferentes barrios de la
ciudad a través de una esquela junto a un volante en el indica: "GAC- Ecuador te invita
a la primera convocatoria barrial para la seguridad integral ciudadana en donde
expondremos temas de gran interés común para protección personal de tu familia yla
comunidad tomando en cuenta los grandes índices de inseguridad hemos desarrollado
una aplicación tecnológica que les permitirá optimizar la acción de respuesta ala
fuerza pública y ciudadana en caso de emergencia, esta aplicación será transmitida
gratuitamente y configurada asu sistema móvil".

En una entrevista realizada en el Canal RTS, por la reportera Alisson Correa al señor
Iván Zambrano, el día 12 de mayo de 2015, el mencionado ciudadano, destaca la
conformación de un grupo de jóvenes de la sociedad civil, que preocupados por brindar
seguridad a la comunidad crearon una aplicación para teléfonos inteligentes, con el
objeto de que la ciudadanía pueda acceder avarios servicios entre ellos el "EL BOTÓN
DE EMERGENCIA", donde según afirma, la ciudadanía puede reportar cualquier tipo
de situación; así también, indica Zambrano que la idea es tratar de ser un complemento
o un aporte a la autoridades, para lo que necesite la ciudadanía. Menciona en la
entrevista que, la descarga de la aplicación está bajo el nombre de TEMIS app, que al
entrar en la opción de emergencia y presionar un botón, inmediatamente se conectará
con una central que le brindará "ayuda necesaria" al usuario, indica que la central
recibirá un mensaje de texto, con la leyenda "necesito ayuda", ante lo cual menciona,
se le devolverá la llamada al usuario para indagar respecto a su requerimiento. La idea
señala Iván Zambrano, es que esta herramienta llegue a articularse con todos los
organismos de emergencia de la ciudad ydar una respuesta mucho más ágil yoportuna,
e indica que la Policía Nacional también debería tener en cuenta esta iniciativa para
poder complementarla y que laciudadanía seuna a esta iniciativa.

En virtud de estas alegaciones, la accionante justifica la violación del "derecho a
una seguridad integral y a la seguridad humana, establecida en el numeral 8 del
artículo 3, artículo 393 de la Constitución; y, letra b) del artículo 11 de la Ley de
Seguridad Pública"; y, por lo tanto solicita se ordene "al señor Iván Patricio
Zambrano Oquendo, se abstenga del uso de una aplicación, cualquiera que sea
esta, tendiente a proporcionar conforme lo promociona 'seguridad ciudadana' a
los usuarios por carecer absolutamente de competencia para ello y por ser de
ámbito privativo del Estado Central, a través de esta Cartera de Estado y la
Policía Nacional".

En tal sentido, se puede determinar plenamente que estamos frente a una acción
de protección presentada en contra de un particular, lo cual se ampara en lo
determinado en el artículo 88 de la Constitución de la República, que permite 1
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interposición de esta garantía cuando la violación de derechos constitucionales
proceda de una persona particular, si la violación del derecho provoca daño
grave, si presta servicios públicos impropios, si actúa por delegación o
concesión, o si la persona afectada se encuentra en estado de subordinación
indefensión o discriminación.

Por lo tanto, la Constitución ha previsto las situaciones en las que puede ser
activada la acción de protección frente a particulares; lo cual se encuentra
también recogido en el numeral 4del artículo 41 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales yControl Constitucional, que señala:

Art 41.- Procedencia ylegitimación pasiva.- La acción de protección procede contra:

4. Todo acto uomisión de personas naturales ojurídicas del sector privado, cuando
ocurraal menos una de las siguientes circunstancias:
a) Presten servicios públicos impropios ode interés público;
b) Presten servicios públicos por delegación oconcesión;
c) Provoque daño grave;
d) La persona afectada se encuentre en estado de subordinación oindefensión frente a

un poder económico, social, cultural, religioso ode cualquier otro tipo.

Como podemos apreciar, la acción de protección también puede ser presentada
en contra de actos efectuados por personas particular, siempre ycuando presten
servicios públicos impropios ode interés público; presten servicios públicos por
delegación oconcesión; provoque daño grave; yen los casos en que la persona
afectada se encuentre en estado de subordinación oindefensión frente aun poder
económico, social, cultural, religioso ode cualquier otro tipo.

Por tal razón, a fin de resolver el problema jurídico planteado es importante
determinar si la situación fáctica contenida en la demanda de la acción de
protección en referencia, se encasilla en alguna de las circunstancias antes
descritas, para el efecto, es imprescindible que, de forma breve, determinemos el
contenido de cada una de ellas:

Presten servicios públicos impropios ode interés público

Dentro de la clasificación de los servicios públicos, están aquellos denominados:
propios e impropios. Son propios, aquellos que son prestados por el Estado, ya
sea directamente o indirectamente por medio de concesionarios, y son
impropios, aquellos prestados por personas privadas oparticulares, pero bajo el
control y la regulación de la administración pública, manteniendo así, una actitud
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más pasiva y mediata.8

Presten servicios públicos por delegación o concesión

Respecto del contenido de esta circunstancia, resulta necesario, determinar, en
primer lugar qué implica "prestar servicios públicos". En nuestra legislación, se
establece que aquellos servicios, únicamente pueden ser prestados por quienes en
cualquier forma oacualquier título trabajen, presten servicios oejerzan un cargo,
función odignidad dentro del sector público9.

Para el efecto, la norma consagrada en el artículo 11 numeral 9 de la
Constitución del Ecuador, establece que el más alto deber del Estado consiste en
respetar yhacer respetar los derechos garantizados en la Constitución, en virtud
de aquello dispone que sus delegatarios, concesionarios ytoda persona que actúe
en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las
vulneraciones a los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la
prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus
funcionarías y funcionarios, yempleadas yempleados públicos en el desempeño
de sus cargos.

En armonía con la citada norma, el artículo 316 ibidem, establece que el Estado
podrá delegar la participación en los sectores estratégicos yservicios públicos a
empresas mixtas en las cuales tenga mayoría accionaria.10 También prevé que la
delegación se sujetará al interés nacional y respetará los plazos y límites fijados
en la ley para cada sector estratégico. Finalmente, determina que el Estado podrá,
de forma excepcional, delegar a la iniciativa privada y a la economía popular y
solidaria, elejercicio de estas actividades, en los casos que establezca laley.

En aquel sentido, el Estado central, mediante la figura jurídica de delegación11,
puede encargar, dentro de los límites constitucionales ylegales, una omás de sus
atribuciones en favor de otra de sus dependencias, la cual ejercerá la atribución
delegada pero bajo el control de la Administración Central. Así, el contrato de

8Grando José-Medina Marcos, "Clasificación de los Servicios Públicos", Facultad de Derecho, Ciencias Públicas y Sociales,
Universidad Nacional del Nordeste, Comunicaciones Científicas y Tecnológicas 2006. Véase mas en:
http://www.unne.edu.ar/unnevieja/Web/cyt/cyt2006/01-Sociales/2006-S-066.pdf
9LeyOrgánica del ServicioPúblico. Art.4
10 Constitución del Ecuador. Art. 313 (...) Se consideran sectores estratégicos la energía en todas sus formas, las
telecomunicaciones, los recursos naturales no renovables, el transporte y la refinación de hidrocarburos, la biodiversidad y el
patrimonio genético, elespectro radioeléctrico, elagua, ylosdemás que determine la ley.
SEstatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva. "Art. 55.- LA DELEGACIÓN DE ATRIBUCIONES.- Las
atribuciones propias de las diversas entidades yautoridades de la Administración Pública Central eInstitucional, serán delegables en
las autoridades uórganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por Ley opor Decreto. La delegación se
publicaren el RegistroOficial
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delegación más antiguo ymás extendido es el de concesión que aplica en los tres
campos principales: la concesión de ocupación de espacio público, la concesión
de obras publicas, o la conexión de servicio público.12

Provoque daño grave

Conforme lo ha señalado esta Corte, la gravedad13 tiene lugar cuando el daño que
se provoca o que está por provocarse puede ser irreversible o por la intensidad o
frecuencia de la violación. Entonces, la gravedad se refiere aun peligro odaño
real que puede sufrir o sufre una persona que puede ser o es víctima de una
vulneración a un derecho reconocido en la Constitución.

De ello se desprende que, para calificar el daño grave14 el juez deberá establecer
que este resulte irreversible, intenso ofrecuente. Para ello, deberá verificar, que
el daño recaiga sobre un derecho reconocido en la Constitución, en un
instrumento de derecho internacional sobre derechos humanos o se derive
inclusive del concepto mismo de dignidad humana15, y que la presunta
vulneración demande la actuación jurisdiccional en su protección con una
urgencia que no pueda ser conseguida por medio de las garantías de
conocimiento.16

La persona afectada se encuentre en estado de subordinación o indefensión
frente a un poder económico, social, cultural, religioso o de cualquier otro
tipo

En relación a esta última circunstancia, el artículo 88 de la Constitución ha
previsto como una de las situaciones de procedencia de la acción de protección,
la subordinación, la cual implica la existencia de una relación jurídica en la que
existirá siempre una parte supeditada a otra, ya sea en virtud de un contrato o de
una norma jurídica y que dicho desnivel en virtud de tener que acatar una

12 Morand-Deviller Jaqueline, "Curso de Derecho Administrativo ", Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2010 p465
Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 034-13-SCN-CC, caso N.° 0561-12-CN

14 El Tribunal Constitucional en su momento intentó definir cuando un daño es grave, indicando que: "El daño grave se determina
cuando el efecto que ha de producir el acto ilegítimo es grande, cuantioso ocasi permanente, es decir, cuando la declaración de
voluntad del acaonado produce ova aproducir una lesión real en el derecho olos derechos del accionante oadministrado ysus
L&!/Ñ. We^OWS8 ^ gnin medÍda"" <Reso,ucion Nro- 0711-2003-RA). Otras resoluciones similares son N. 001-RA-99-

15 Constitución de la República, el artículo 11 del numeral 7señala: "7. El reconocimiento de los derechos ygarantías
establecidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos
deTe^voWimiento" personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean necesarios para su pleno
16 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia N.° 034-13-SCN-CC, caso N.° 0561-12-CN



Corte
Constitucional
delecuador

Página 27 de 30
Caso N.° 2037-15-EP

decisión arbitraria oejecutar lo pactado mediante un contrato, sea generador de la
vulneración de derechos constitucionales.

Al respecto, cabe señalar que existen casos comunes yde muy variada índole en
los que se hace necesaria la intervención de un juez que equipare la balanza, afin
de evitar que por la condición de subordinación se cause daño yse irrespete alas
personas, más aún su dignidad humana.

Por su parte la indefensión, constituye una situación generada fácticamente al no
poder contrarrestar en igualdad de condiciones el poder que producto de las
circunstancias y no necesariamente de normas, vulnera derechos, mediante
arbitrariedades que no son controladas eficazmente por las autoridades
competentes.

De los criterios expuestos, se extrae que la acción de protección frente a
particulares se sustenta en los principios de supremacía constitucional, pro
homine y de igualdad material, obligando no solo al Estado, sino también a los
particulares a respetar los derechos; pues la eficacia directa de los derechos
contra los particulares no es nada más que el reconocimiento de la Constitución
como norma suprema de convivencia de la sociedad, lo cual tiene como finalidad
frenar la arbitrariedad en determinadas situaciones en las que se pretenda la
conculcación de derechos garantizados enel texto constitucional.

Ahora bien, en el caso concreto, tanto de la revisión del proceso judicial como de
las mismas aseveraciones contenidas en la demanda de la acción de protección,
se desprende que la pretensión de la accionante radica en que esta Corte ordene al
señor Iván Patricio Zambrano Oquendo, se abstenga de ofertar a la ciudadanía la
aplicación que se encuentra en Google Play o App Store bajo el nombre de
Temís app, la cual al ser descargada en un celular inteligente, permite al usuario
tener acceso a noticias de interés común en el área legal, a más de "... ofrecen
como un Plus de esta herramienta un BOTÓN DE SEGURIDAD, el cual según
menciona el señor Zambrano 'está pensado para lograr una verdadera
integración de seguridad ciudadana'. ",17

Así, al confrontar la actividad que realiza el señor Iván Patricio Zambrano
Oquendo, con cada una de las circunstancias antes descritas, se evidencia que la

17 Es importante destacar que la descripción de la herramienta digital en referencia, constante afoja nueve del proceso judicial de
primera instancia
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misma no está relacionada con una prestación de servicios públicos, es decir no
se enmarca en una prestación de servicios públicos propios oimpropios; tampoco
constituye una prestación de servicios públicos por delegación o concesión así
mismo, no se evidencia que provoque daño grave; ni que la accionante se
encuentre en estado de subordinación o indefensión frente al señor Iván Patricio
Zambrano Oquendo.

Como se puede apreciar, el asunto puesto en conocimiento del juez a quo
mediante la acción de protección planteada, no se encasilla en ninguna de las
circunstancias que fueron detalladas en párrafos superiores; lo cual permite
concluir que el asunto, materia de la acción de protección, no es de aquellos que
pueda ser resuelta mediante dicha garantía. En aquel sentido, esta Corte, a través
de su jurisprudencia vinculante ha sido enfática en señalar que:

Para aquellos casos en los que la vulneración recae sobre otra dimensión del derecho
es decir, la legal, el ordenamiento jurídico ecuatoriano ha consagrado otras vías
jurisdiccionales en la justicia ordinaria, constituyéndose latu sensu en las auténticas
vías para amparar, al menos prima facie, los derechos de las personas. En efecto la
justicia ordinaria presenta procedimientos especiales que resultan idóneos yadecuados
para proteger el derecho del agraviado, pues se tratan de procesos dirimentes que
permiten una amplia discusión yaportación de pruebas sobre el asunto controvertido,
ventajas que el proceso constitucional no otorga al recurrente...

Por otro lado, existen circunstancias en las que si bien la persona considera que se han
afectado sus derechos, la conducta denunciada no ataca directamente a la faceta
constitucional del mismo, sino que el derecho ha sido quebrantado en su dimensión
legal que si bien tiene siempre un trasfondo constitucional, pues todos los derechos
se encuentran garantizados en la Constitución, no reclama la misma urgencia ni el
mismo grado de celeridad que si se tratara de un derecho constitucional. Por el
contrario, estos supuestos exigen la existencia de mecanismos, previstos en leyes
especiales, que resultan convenientes para resolver sobre el asunto controvertido De
ahí que en esos casos, la vía adecuada yeficaz es la prevista en la justicia ordinaria ya
sea por ser expeditivo oporque confiere ala oal interesado algún beneficio particular
que laacción de protección no contempla, haciendo más efectiva la tutela.18

Resulta claro entonces que la finalidad de la accionante a través de la acción de
protección, es pretender que la justicia constitucional regule el uso de
aplicaciones para teléfonos celulares, asuntos que le correspondería establecer a
la normativa infraconstitucional, lo cual no corresponde ser conocido a través de
esta garantía jurisdiccional, cuyo objeto es tutelar directa y eficazmente los
derechos reconocidos en la Constitución de la República. En consecuencia, la

:Corte Constitucional del Ecuador, precedente jurisprudencial obligatorio N.° 001-16-PJO, dictado dentro del caso N.° 0530-10-J
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Corte Constitucional concluye que la pretensión de la actora de la acción de
protección corresponde aun asunto de naturaleza administrativa ylegal, mas no a
un asunto que vulnere derechos constitucionales.

III. DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional ypor mandato de
la Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional
expide la siguiente:

SENTENCIA

1. Declarar la vulneración del derecho constitucional al debido proceso en la
' garantía de motivación consagrada en el artículo 76 numeral 7literal 1) de

la Constitución de la República.

2. Aceptar la acción extraordinaria de protección presentada.

3. Como medidas de reparación integral se dispone:

3.1. Dejar sin efecto la sentencia de 18 de noviembre del 2015, dictada
por la Sala de lo Penal de la Corte Provincial de Justicia de
Pichincha, dentro del recurso de apelación en la acción de
protección N.° 17371-2015-02796.

3.2. Dejar sin efecto la sentencia dictada el 19 de junio del 2015, por el
juez de la Unidad Judicial Primera Especializada de Trabajo del
cantón Quito, provincia de Pichincha dentro de la acción de
protección N.° 17371-2015-02796.

3.3. Declarar que una vez realizado un análisis integral respecto de la
vulneración a derechos constitucionales alegados en la acción de
protección propuesta, en el caso sub examine, no existe afectación a
los derechos de la accionante. Por tanto, se dispone el archivo del
proceso constitucional.
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4. Notifíquese, publíquese ycúmplase

Uv
Alfredo^Ruiz Gtsgman

PRESIDE1
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Razón: Siento p0r tal, que la sentenciare antecede fue aprobada por el Pleno
de la Corte Co/stifücional, con siete votos de las señoras juezas yseñores jueces-
Wendy Molina Andrade, Tatiana Ordeñana Sierra, Marien Segura Reascos Ruth
Seni Pinoargcfte, Roxana Silva Chicaiza, Manuel Viteri Olvera yAlfredo' Ruiz
Guzman, sin contar con la presencia de los jueces Francisco Butiñá Martínez y
Pamela Martínez Loayza, en sesión del 25 de octubre del 2017. Lo certifico

JPCH/nhsb
i
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RAZÓN.- Siento por tal, que la sentencia que antecede fue suscrita por el señor
Alfredo Ruíz Guzmán, presidente de la Corte Constitucional, el día jueves dieciséis
de noviembre del dos mil diecisiete.- Lo certifico.

JPCh/AFM
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RAZÓN -Siento por tal que, en la ciudad de Quito, alos dieciseis días del mes
de noviembre del dos mil diecisiete, se notificó con copia certificada de la
Sentencia No. 354-17-SEP-CC de 25 de octubre del 2017, a los señores:
Ministro del Interior, en la casilla constitucional 075, y mediante los correos
electrónicos: <tiepo.torres@.minsiteriodelintenor.gob.ec,
iorge.camonfflminsiteriodelinterior.gob.ee y
ohvannv.aharca@ministeriodelinteriWb.ec; al Coordinador General de
Asesoría Jurídica del Ministerio del Interior, en la casilla judicial 1051; al
Director General del Servicio Integrado de Seguridad SIS ECU 911, en la casilla
judicial 6256 y mediante los correos electrónicos:
p.hrisrian.rivera@ecu911.gob.ee, y Hirjuridicaecu91 lfflecu911.gob.ee; al
Procurador General del Estado, en la casilla constitucional 18; a los jueces de la
Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial de Justicia de Pichincha,
mediante correo electrónico: juan.marinob@fnncioniudicial.gob.ee;
narriciovaca@fiincioniudicial.gob.ee, car1os.figueroafflfiincioniudicial.gpb.ee, y
a través del Oficio Nro. 6882-CCE-SG-NOT-2017 con el cual se devolvieron
los expedientes originales remitidos por dicha judicatura, conforme constan de
los documentos adiúntósT^tX) certifico.-

PPCh/CLCh

Prado Chiriboga
Prosecretario General
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AbTCáftfiártópez Chávez
SECRETARÍA GENERAL
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Ouito D. M., 16 de noviembre de 2017.
Oficio Nro. 6882-CCE-SG-NOT-2017

SSeALASJDEeGARANTÍAS PENALES DE LA CORTE PROVINCIAL DE
JUSTICIA DE PICHINCHA
Ciudad.-

De mi consideración:

Para ,„s f,p=s lega>e;puente, ^^^*£££Z£t
££££SS-SSP^Ia^c— de Asesoria «ica del
Ministerio del Interior.

Judicial Primera Espertada ^TfXafúttencluido un CD ep la carátula y

ssws:-qSS£rido-CD afoiasade suinstancia signado con el No. 17371-2015-02796-KS.

Prado Chiriboga
Prosecretario General

PPCh/CLCh
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CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE PICHINCHA
RECEPCIÓN DE ESCRITOS - CORTE PROVINCIAL

SALA PENAL DE LA CORTE PROVINCIAL DE PICHINCHA

Juez(a): FERNANDEZ LEÓN DIANA GISELA

No. Proceso: 17371-2015-02796

DEVOLUCIÓN DE PROCESO DE CORTE PROVINCIAL,
En uno(1) fojas yse adjunta los siguientes documentos: '

1) Oficio (ORIGINAL)

2) adjunta 1cuerpo de primera instancia en 38f. (ORIGINAL)
3) adjunta 1cuerpo de segunda instancia en 44f. (ORIGINAL)
4) adjunta 15 fojas de corte constitucional. (COPIAS CERTIFICADAS/COMPULSA)

MARCOS ANDRE ClHECA ARELLANO
INGRESO DEESCRITOS

quien presenta:



Carina López

De:

Enviado el:

Para:

Asunto:

Datos adjuntos:

Carina López <"*°**^**£>jueves, 16 de noviembre de 2017 15.19
.diego.torres@minsiteriodel^
.johvanny.abarca@m,n,stenodel,nteror.gob^,ob@fundonjudicia|.gob.ec';
'dirjuridicaecu911 @ecu911 .gob.ec juanjnann ¡onJudicia,.g0b.ec'.paJtncio.vaca@funci0njud,c,a gob.c cM*« ^ ^ „„
Notificación Sentencia No. 354-17 SEP lc
354-17-SEP-CC (2037-15-EP).pdf


